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Resumen: la Constitución del Perú diseña un sistema mixto de 
control de constitucionalidad que combina el control difuso 
y el control concentrado. En tal contexto el Tribunal Consti-
tucional, aun cuando no cierra el proceso hermenéutico de la 
carta en todos los casos, ha emitido sentencias interpretativas y 
exhortativas que resultan vinculantes. Dichas decisiones, aun-
que posean diferente nivel de eficacia, han impuesto deberes 
a los poderes del Estado y el propio órgano de control de la 
Constitución ha desarrollado mecanismos para garantizar su 
efectiva ejecución.
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Abstract: the Peruvian Constitution designs a constitutional 
control mixed system that combines diffuse and concentrated 
types of control. To that extent, even though it is recurrently 
that the Constitutional Court does not close the hermeneutical 
process of the Constitution, it does issue interpretive and hor-
tatory rulings that are binding. Although these decisions have 
different levels of effectiveness, they impose duties over the 
State powers, and the Constitutional Court itself has developed 
mechanisms to guarantee their effective execution.
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I. El modelo de jurisdicción  
constitucional en el Perú

El artículo 138 de la Constitución del Perú2 establece que la po-
testad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce por 
el Poder Judicial de conformidad con su ley orgánica. El segun-
do párrafo establece, además, que: “En todo proceso, de existir 
incompatibilidad entre una norma constitucional y una norma 
legal, los jueces prefieren la primera. Igualmente, prefieren la 
norma legal sobre toda otra norma de rango inferior”.

El constituyente ha previsto expresamente el poder - deber 
de los jueces de ejercer el control difuso cuando una norma, de 
necesaria e inmediata aplicación al caso sometido a su conoci-

2	 Texto completo y actualizado, https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/
detallenorma/H682678
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miento, se encuentra en conflicto con la Constitución.3

Por otra parte, el artículo 201 de la norma fundamental pe-
ruana introduce al Tribunal Constitucional como “órgano de 
control de la Constitución” y su ley orgánica establece que “es el 
órgano supremo de interpretación y control de la constituciona-
lidad” (artículo 1).4

El modelo de jurisdicción constitucional es, entonces, uno de 
carácter mixto en el que conviven el control concentrado y el 
difuso, pero veamos cómo se entrelazan esos sistemas.

El Tribunal Constitucional es, en principio, el órgano de cie-
rre del proceso interpretativo de la Constitución y está diseñado 
como órgano constitucional autónomo. Efectivamente, el Código 
Procesal Constitucional establece que “Los jueces interpretan y 
aplican las leyes o toda norma con rango de ley y los reglamentos 
según los preceptos y principios constitucionales conforme a la 
interpretación que resulte de las resoluciones del Tribunal Cons-
titucional” (artículo VII in fine).

En dicho contexto el Tribunal ha emitido sentencias inter-
pretativas que fijan un criterio vinculante para los jueces y tam-
bién sentencias exhortativas que imponen deberes a los poderes 
del Estado, como veremos más adelante. Por último, analizare-
mos también aquellos casos en los que se han emitido sentencias 
ordenando o disponiendo diferentes mandatos.

Sin perjuicio de lo expuesto, debe tomarse en cuenta que 
existen al menos cuatro supuestos en los que la interpretación de 
la Constitución se cierra con decisiones de órganos judiciales o 
jurisdiccionales, en sentido amplio, y sin intervención del Tribu-
nal Constitucional.

3	 El Código Procesal Constitucional añade como requisitos para el ejerci-
cio del control difuso que no exista una interpretación conforme con la 
Constitución y que el Tribunal Constitucional o la Corte Suprema no hayan 
confirmado la constitucionalidad de la norma en un proceso de control 
abstracto como los de inconstitucionalidad y acción popular, respectiva-
mente.

4	 Texto completo y actualizado, https://spij.minjus.gob.pe/spij-ext-web/#/
detallenorma/H870810  
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En primer lugar, se debe tomar en cuenta que el artículo 
202.2 de la Constitución establece que el Tribunal Constitucional 
conoce de “las resoluciones denegatorias” recaídas en los proce-
sos de tutela de derechos que en el Perú son el hábeas corpus, el 
amparo, el hábeas data y la acción de cumplimiento.

Se presenta la particularidad de que, en nuestro sistema, el 
órgano de control de la Constitución no conoce de las resolu-
ciones estimatorias emitidas en segundo grado y, por lo tanto, 
si los órganos del Poder Judicial declararon fundada la demanda 
en cualquiera de dichos casos, la decisión es definitiva y queda 
firme.

De otra parte, como ya se señalara, los jueces pueden ejercer 
el control difuso en todo tipo de procesos y, por ende, si tal de-
cisión se emite en un proceso ordinario no llega a conocimiento 
del Tribunal Constitucional y si es en un proceso de tutela de 
derechos tampoco porque, como ya dijimos, las estimatorias de 
estos últimos no son revisables.

En tercer lugar, hay que tener presente que el constituyente 
ha previsto en el Perú dos procesos de control abstracto de nor-
mas, uno destinado a controlar las que tienen rango de ley (el 
proceso de inconstitucionalidad) y otro para el análisis abstrac-
to de las normas infralegales (el proceso de acción popular). En 
este último, la competencia corresponde en exclusiva al Poder 
Judicial y, por lo tanto, la interpretación de la Constitución que 
se realice será definitiva sin que esté previsto ningún mecanismo 
procesal para que este tipo de asuntos llegue a conocimiento del 
Tribunal Constitucional.

Por último, señalaremos que, de acuerdo con la jurispruden-
cia del Tribunal Constitucional, también pueden ejercer el con-
trol difuso el Jurado Nacional de Elecciones y los árbitros, puesto 
que ambos desarrollan funciones jurisdiccionales reconocidas 
por la Constitución (Sentencias 0007-2001-PI y 0142-2011-AA). 
En estos casos las decisiones tienen carácter definitivo y no lle-
gan a conocimiento del órgano de control de la Constitución.
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II. Las sentencias interpretativas  
del Tribunal Constitucional

En el Perú se ha admitido sin disenso que el ordenamiento jurídi-
co está compuesto por normas en las que cabe diferenciar entre 
el texto propio de su enunciado y la o las interpretaciones que de 
aquél pudieran derivarse.

Guastini (2011) llamó disposición “a cada enunciado que for-
me parte de un documento normativo, es decir, a cada enuncia-
do del discurso de las fuentes” y norma “a cada enunciado que 
constituya el sentido o significado atribuido (por alguien) a una 
disposición (o a un fragmento de disposición, o a una combina-
ción de disposiciones, o a una combinación de fragmentos de dis-
posiciones)”.

Si partimos de esta lógica, forzoso será concluir que la decla-
ración de inconstitucionalidad de una disposición es el último 
recurso cuando no quepa derivar de la misma ninguna norma 
que resulte conforme con la Constitución; esto es particularmen-
te cierto en sistemas que, como el nuestro, parten del supuesto 
de que las reglas y principios que componen el ordenamiento 
gozan de una presunción de constitucionalidad.

De lo expuesto se deriva que si el Tribunal Constitucional 
del Perú advierte la existencia de una interpretación ajustada a 
la norma fundamental no debe expulsar la disposición impug-
nada del ordenamiento, ni inaplicarla, limitándose, en tal caso, a 
proscribir las interpretaciones inconstitucionales, fijando aquella 
o aquellas que resulten conforme con la carta.

De esta forma, el Tribunal Constitucional se apartó, cons-
ciente y explícitamente, de la posibilidad de ser concebido como 
un mero legislador negativo y, al mismo tiempo se precave del 
vacío normativo que produce la declaración de inconstituciona-
lidad ya que en el Perú, “La sentencia del Tribunal que declara la 
inconstitucionalidad de una norma se publica en el diario oficial. 
Al día siguiente de la publicación, dicha norma queda sin efecto” 
(artículo 204 de la Constitución).

Zagrebelsky y Marcenò (2019) sostienen que “Toda duda in-
terpretativa se presenta porque se plantea desde el punto de vista 
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de un hecho o caso nuevos, o tales que merecen ser considerados 
de manera nueva, y porque, desde esta base de partida, se inte-
rroga sobre el significado actual a asignar a la norma”.

En el Perú, el Tribunal Constitucional ha emitido 51 senten-
cias interpretativas en procesos de inconstitucionalidad; 28 de 
ellas son interpretativas propiamente dichas, 14 aditivas, 8 re-
ductoras y dos de carácter manipulativo,5 a cada una de ellas con 
la indicación del fundamento o punto resolutivo relevante.

Con base en la decisión de interpretar la disposición someti-
da a control de conformidad con la constitución y proscribiendo 
normas que resulten contrarias a ésta, el Tribunal Constitucional 
procedió a declarar infundadas algunas demandas. Por ejemplo, 
se desestimó la controversia planteada contra el Acuerdo de Li-
bre Comercio con Chile siempre que “se interprete el concepto 
‘territorio continental, las islas, los espacios marítimos y el espa-
cio aéreo bajo su soberanía [...]’ de conformidad con el artículo 
54° de la Constitución; es decir, que se asuma que la soberanía 
y jurisdicción que le compete al Estado peruano abarca al do-
minio marítimo que ejerce sobre las doscientas millas marinas 
adyacentes a sus costas, como parte del espacio territorial en el 
que se aplicará dicho tratado” (Sentencia 0002-2009-PI, punto 
resolutivo segundo).

En cuanto al efecto de la sentencia interpretativa se ha de-
jado sentado que “en el futuro los operadores jurídicos estarán 
prohibidos de interpretar y aplicar aquella forma de interpretar 
declarada contraria a la Constitución” (Sentencia 0004-2004-CC, 
fundamento 3.2).

Por otra parte, también se han emitido sentencias interpre-
tativas en el contexto de decisiones estimatorias que declaran la 
inconstitucionalidad de un determinado fragmento de la dispo-
sición reduciendo su ámbito normativo. Por ejemplo, el Tribunal 
Constitucional declaró inconstitucional la frase “[la] presente 
Ley no requiere reglamentación” manteniendo vigente el resto 
de la disposición (Sentencia 0016-2021-PI).

5	 Debe tomarse en cuenta que las sentencias suelen tener varias interpreta-
ciones que, eventualmente, pueden ser de diferente tipo.
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En otros casos, la inconstitucionalidad se debió a lo omitido 
en la disposición. Así, por ejemplo, el Tribunal realizó una inter-
pretación aditiva al declarar infundada la demanda contra la ley 
que autorizaba a las FF. AA. para realizar acciones de interdic-
ción del tráfico de drogas “si ello ocurre durante los estados de 
emergencia y siempre que el Presidente de la República hubiese 
dispuesto que asuman el control del orden interno” (Sentencia 
0011-2019-PI).

Por último, se debe recordar que el Tribunal Constitucional 
ha emitido sentencias interpretativas a las que denominó mani-
pulativas (normativas), en el sentido de que no se limitó a ad-
vertir el contenido inconstitucional, sino que reformuló la dis-
posición para adecuarla a la Constitución. Estamos ante lo que 
Díaz Revorio (2002) denomina sentencias sustitutivas que son 
aquellas cuyo falIo afirma que el precepto es inconstitucional “en 
cuanto prevé...” o señala “algo”, en lugar de otra cosa que debería 
prever para ser constitucional”.

Por ejemplo, decidió declarar inconstitucional “la frase ‘capa-
cidad de enemigo’ e incorporar en su reemplazo el término ‘ca-
pacidad del grupo hostil’ en el artículo 10 de la Ley” que regula 
el uso de la fuerza por parte de las Fuerzas Armadas (Sentencia 
0002-2008-PI).

III. Las sentencias del Tribunal Constitucional  
que contienen exhortaciones y otros mandatos

Además de sentencias interpretativas, el Tribunal Constitucional 
del Perú ha emitido sentencias exhortativas, pero corresponde 
destacar que en algunas de éstas tal contenido resolutivo tiene 
efecto vinculante directo y en otras no.

Analizando la vinculatoriedad de las exhortaciones, y en el 
contexto de la solicitud de una de ellas, el Tribunal Constitucio-
nal del Perú resolvió que entender las exhortaciones como meras 
sugerencias o recomendaciones supone un análisis incorrecto de 
este tipo de decisiones y añadió que “los destinatarios sí se en-
cuentran obligados a realizar una actividad o ajuste normativo 
que responda al asunto constitucionalmente relevante resuelto 
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por el Tribunal Constitucional, aunque sin que ello implique, ne-
cesariamente, y en el marco de los principios de cooperación y 
de lealtad constitucional, que este órgano jurisdiccional formu-
le una orden directa y perentoria” (Auto 2383-2019-AA, funda-
mento 11).

El órgano de control de la Constitución a través de las reso-
luciones que emite, además de resolver el conflicto concreto que 
se le plantea, cumple una “función ordenadora y pacificadora” 
(Sentencia 1406-2007-AA) garantizando la actuación constitu-
cional de los poderes del Estado.

El Tribunal Constitucional, entre 1996 y 2023 ha expedido 
un total de 392 exhortaciones en 321 casos, por medio de senten-
cias y también de autos.

Dichas exhortaciones fueron expedidas en el marco de todos 
los procesos que llegan a su conocimiento y en el siguiente cua-
dro se muestra la cantidad de exhortaciones emitidas según el  
destinatario y el tipo de proceso constitucional o recurso en  
el que se expidieron:

CUADRO DE SENTENCIAS EXHORTATIVAS  
POR ÓRGANO Y TIPO DE PROCESO

Habeas 
Corpus Amparo Habeas 

Data
Cumpli- 
miento

Inconstitu- 
cionalidad

Compe- 
tencial Queja

Poder 
Ejecutivo 33 105 0 2 10 3 -

Congreso 10 11 1 1 29 5 -

Poder 
Judicial 45 9 0 0 2 - -

Órganos 
Constitu-
cionales

8 12 9 7 4 11 1

Entre los poderes del Estado el que más exhortaciones reci-
biera fue el poder ejecutivo y cabría preguntarse si el Tribunal 
Constitucional puede controlar la ejecución o no de determina-
das políticas públicas.

Al respecto, recordaremos que la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en el caso Campo algodonero contra Mé-
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xico sostuvo que “el Estado no demostró tener mecanismos de 
reacción o políticas públicas que dotaran a las instituciones in-
volucradas de los mecanismos necesarios para garantizar los de-
rechos de las niñas” (Considerando 411) y ordenó al Estado rea-
lizar investigaciones, sancionar a los responsables e implementar 
“programas y cursos permanentes de educación y capacitación 
en derechos humanos y género”.

Queda claro que el efectivo respeto de los derechos funda-
mentales puede suponer deberes positivos para los Estados y, por 
lo tanto, la abstención en este campo resulta inconstitucional y 
puede ser ordenada por los órganos jurisdiccionales.

No existe un efecto que se derive de modo inmediato y direc-
to del incumplimiento de este tipo de exhortaciones, pero cuan-
do no se satisface el estándar que viene exigido por la Constitu-
ción el Tribunal Constitucional puede recurrir a la declaración 
del estado de cosas inconstitucionales u ordenar medidas en fase 
de ejecución de la sentencia estimatoria.

Por ejemplo, cuando el Tribunal Constitucional constató el 
desacato frente a las exhortaciones sostuvo que “[...] la omisión 
en la que se ha incurrido […], ha terminado de hacerse evidente 
y significativamente lesiva de los derechos fundamentales a la 
información y a la pensión, luego de no haber incluido la causal 
de desafiliación ya aludida, a pesar de que este Tribunal, luego 
de ejercer su función de supremo intérprete de la Constitución, 
la había considerado como constitucionalmente vinculante” y 
añadió que resultaba “[...] constitucionalmente necesario cubrir 
la omisión legislativa a partir del ejercicio de una interpretación 
concretizadora de la Constitución” (Sentencia 0014-2017-AI, 
fundamentos 17 y 18). 

Al respecto, Sagüés (2006) señaló que “el órgano de la ju-
risdicción constitucional, ante una situación de norma incons-
titucional o presuntamente inconstitucional [...], encomienda 
al Poder Legislativo la sanción de un nuevo texto acorde con la 
Constitución. Puede o no fijarle plazo preciso al respecto”.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional ha recurrido a las 
sentencias exhortativas para enfrentar la morosidad en el trámite 
de los procesos ordinarios y, especialmente, de aquellos que tie-
nen carácter penal.
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En total, el órgano de control de la Constitución ha emitido 
56 sentencias exhortativas requiriendo a los jueces la garantía 
efectiva del derecho a ser juzgado en un plazo razonable.

En la mayoría de dichos casos requirió que se “dé trámite pre-
ferente al proceso [...] para la expedición oportuna de la senten-
cia (2673-2008-HC) y en algunos de ellos se dispuso que el órga-
no jurisdiccional resuelva la controversia con carácter definitivo 
en un plazo específico.

Esa misma lógica aplicó el Tribunal Constitucional cuando 
dispuso exhortar al Poder Judicial para que “dé trámite preferen-
te a los procesos de amparo electoral, tomando en cuenta el ca-
rácter preclusivo de las elecciones” (Sentencia 0776-2022-AA).

Hay que destacar, además, que en la jurisprudencia consti-
tucional también se exhortó a los jueces para que cumplan con 
imponer a los litigantes las medidas disciplinarias indispensables 
para garantizar el correcto desarrollo de los procesos sancionan-
do la malicia y la temeridad procesal (Sentencia 3711-2004-HC).

De otra parte, el Tribunal Constitucional también ha exhor-
tado al Congreso de la República con dos alcances distintos. En 
primer término, tenemos aquellos casos en los que el Tribunal 
Constitucional entiende que la norma sometida a control resulta 
inconstitucional, pero advierte que el efecto inmediato resultaría 
perjudicial para el sistema democrático; en este supuesto el órga-
no de control de la Constitución ha declarado la “vacatio senten-
tiae” por un plazo determinado exhortando al legislador para que 
emita una norma ajustada a lo dispuesto en la sentencia.

En este supuesto, evidentemente, si vence el plazo de la sus-
pensión del efecto de la sentencia sin que se haya aprobado la 
norma en cuestión, la resolución entrará en vigencia y la norma 
quedará fuera del sistema (Sentencia 0023-2003-AI).

El segundo escenario se presenta cuando el Tribunal Cons-
titucional ha advertido la existencia de vacíos o antinomias que 
no pueden ser resueltos por vía interpretativa y, en consecuen-
cia, resolvió exhortar al Congreso para que esa laguna sea col-
mada en ejercicio de su competencia legislativa, pero tomando 
en cuenta el criterio interpretativo desarrollado en la sentencia. 
Esto sucedió, por ejemplo, cuando se exhortó al legislador para 
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que incluya “[...] a la planta de la hoja de coca en la lista de cul-
tivos reconocidos como Patrimonio Natural de la Nación” (Sen-
tencia 0020-2005-PI). Corresponde advertir, en último término, 
que el Tribunal Constitucional también ha emitido 97 sentencias 
en las que incorporó mandatos de ordenar o disponer.

Como ejemplo de este tipo de sentencias tenemos el caso 
en el que ordenó “que se considere a la recurrente en el grupo 
de pacientes que recibirán tratamiento integral contra el VIH/
SIDA” (Sentencia 2945-2003-AA) o aquél en el que dispuso el 
cese inmediato de la afectación de los derechos de los integrantes 
de la Asociación, [reintegrándoles] los aportes que en exceso del 
3.5% de la remuneración pensionable se les hubiera descontado 
(Sentencia 3477-2007-AA).

IV. Conclusiones

En el presente trabajo hemos dejado establecido que el Tribunal 
Constitucional del Perú, no sólo que no es el único intérprete de 
la Constitución, sino que tampoco cierra en todos los casos el 
proceso interpretativo de la norma fundamental. 

Sin perjuicio de ello, este órgano constitucional autónomo, 
encargado del control concentrado, no ha concebido su función 
como la de un mero legislador negativo desarrollando en su ju-
risprudencia interpretaciones, exhortaciones y mandatos que re-
sultan vinculantes.

Dicha vinculatoriedad, en algunos casos se limita a la enun-
ciación de un deber mientras que en otros la sentencia entra en 
vigencia por el mero vencimiento del plazo que se hubiese es-
tablecido sin que se verifique la actuación del órgano a quien se 
dirigiera el mandato.

Para esta ponencia realizamos en equipo un minucioso análi-
sis de la jurisprudencia constitucional emitida en el Perú con mi-
ras a ofrecer un panorama completo y actual sobre estos tipos de 
sentencias que suponen una ruptura con el esquema tradicional 
de decisiones meramente estimatorias o desestimatorias y que 
poseen un alto impacto en el desarrollo del Estado democrático 
contemporáneo ya que inciden en el ámbito normativo, el de las 
políticas públicas y también en el de las resoluciones judiciales.
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Para reforzar la eficacia de sus sentencias, el Tribunal Cons-
titucional del Perú, no sólo declaró que su contenido resultaba 
vinculante, sino que, además, admitió la posibilidad de controlar 
su correcta ejecución y, en el ámbito de los procesos de tutela de 
derechos, la represión de los actos lesivos homogéneos.

En el Perú, la jurisdicción constitucional ha enfrentado, con 
una cierta cuota de activismo, los retos que presupone garantizar 
la supremacía normativa de la Constitución y, aunque no hayan 
faltado retrocesos y vacilaciones, ha jugado un papel importante 
en el proceso de construcción del sistema democrático.
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